
Propuestas de CEOE para recuperar la confianza en la 
economía española 

 

Ante la delicada situación en la que se encuentra nuestra economía y las 

perspectivas de una prolongación de la situación de crisis actual, CEOE ha 

elaborado un documento titulado “Políticas para recuperar la confianza en la 
economía española”, en el que se considera que se hace imperativo tomar 

medidas de gran calado que restauren la credibilidad de la economía española 

y de sus cuentas públicas. 

 

CEOE señala que se han dado unos primeros pasos, pero que estos resultan 

insuficientes para abordar el fuerte déficit estructural que tiene el sector público 

español. Entiende que para recuperar la confianza perdida, debemos conseguir 

la reducción del gasto público y aumentar su eficacia, especialmente a través 

de la reducción del número de empleados públicos. Para seguir manteniendo 

un alto nivel de prestación de servicios públicos, es imprescindible una 

participación creciente del sector privado. Los precios por los servicios públicos 

deben de ir reflejando su coste. Debe reorganizarse nuestro sistema 

administrativo y reducir el peso del sector público empresarial, especialmente 

en las Comunidades Autónomas. 

 

Pero sobre todo, CEOE considera que es precisa una reorientación del gasto 

público, concentrándose en el gasto corriente y evitar subidas de los impuestos 

directos, en especial de los impuestos sobre el ahorro. La sociedad española 

debe decidir cuales son las actuaciones fundamentales que deben realizar las 

Administraciones, y reducir o abandonar aquellas que son secundarias. 

Precisamos unas Administraciones más eficientes. No sólo por la vía de un 

gasto público más racional desde el punto de vista económico sino, también, 

por la vía de una regulación que favorezca las actividades económicas. La 

simplificación administrativa es una parte sustancial de la regulación por la 

reducción de costes a las empresas y a los contribuyentes que le acompañan, 

así como la necesidad de una coordinación de las políticas de las 

Administraciones Públicas. 



 

Por último, CEOE estima que la crisis  fiscal no va a encontrar su salida en la 

subida de impuestos. Bien al contrario, la subida de tipos sólo servirá para 

frenar el crecimiento. Es más, en materia de imposición sobre el ahorro, la 

situación actual exige una reducción sustancial de la imposición. 

 

A juicio de CEOE, la economía española tiene pendiente otras reformas, que 

exigirán cierto tiempo de implantación para obtener resultados pero que son tan 

importantes como las citadas con anterioridad, como son la reforma de parte 

del sistema financiero, de las Administraciones Públicas, del sistema educativo 

y formativo, el sistema público de investigación y desarrollo, la Administración 

de Justicia y la estructura del mix de producción energética. 

 

Propuestas para proseguir la reducción del gasto  público y aumentar su 
eficiencia 
 
Las medidas recientes de recorte de gastos públicos se han concentrado 

indebidamente en algunas partidas intensivas en inversión pública y privada, y 

no incorporan reformas que aseguren la continuidad del esfuerzo del ajuste en 

los años venideros. Por tanto, el ajuste 0debe ser complementado por medidas 

adicionales si se quiere garantizar la consecución de los objetivos de déficit 

público establecidos para el 2013. 
 

En opinión de CEOE, algunas de las principales iniciativas que debería 
contener un programa eficaz de contención del gasto público a medio plazo son 
las siguientes: 

 

1.- Reducción del gasto de personal público 
 

El desbordamiento de la partida de gastos de personal se ha producido 

esencialmente en los últimos diez años y ha sido más intenso en las CCAA y 

ayuntamientos. 



 

Según CEOE, Una propuesta óptima de reducción del gasto de personal 

público debería poner énfasis en la reducción del personal menos productivo y 

discriminar el recorte de las remuneraciones igualmente según la productividad 

de los servicios públicos producidos. 

 

2.- Mayor participación del sector privado en la provisión de servicios públicos 
 

No se “privatiza” un servicio público porque dicho servicio sea prestado por 

agentes privados. Al contrario, mediante convenios concesionales con el sector 

privado, más extendidos en otros países de la OCDE que en el nuestro, se 

pueden garantizar en muchos casos servicios públicos de mayor calidad y a 

menor costo del existente. 

 

CEOE entiende que el margen para intensificar la colaboración público/privada 

en la prestación de servicios públicos es particularmente amplio en el caso de 

los entes locales y las CCAA, entre otras áreas en el ámbito de tratamientos y 

suministro de aguas, de desechos, transporte urbano e interurbano, por 

carreteras y ferrocarril, así como en el de la gestión y explotación de centros 

sanitarios y otros servicios públicos. 

 

De igual forma, el sector público deberá contar de forma creciente con la 

participación del sector privado para buscar fórmulas para financiar los 

proyectos de infraestructura.  
 

3.- Reducción de las subvenciones asociadas con la prestación de ciertos  

servicios públicos y de las pérdidas de empresas públicas autonómicas y 

estatales. 

 

Una partida importante de los presupuestos de todos los ámbitos territoriales 

de las AAPP son las transferencias de renta o de capital a las entidades o 

corporaciones que prestan servicios públicos por los cuales se cobra al usuario 

un precio muy inferior al coste de producción de dicho servicio. Los casos más 



llamativos son el transporte público urbano por carretera o ferrocarril y el 

transporte ferroviario por el territorio nacional, tanto de mercancías como de 

pasajeros. 

 

CEOE considera que el proceso de consolidación fiscal debería 

inevitablemente incluir un ajuste al alza del precio pagado por estos servicios, 

especialmente de los billetes de los trenes de alta velocidad, que acerque algo 

más dicho precio al coste variable de prestación de los servicios 

correspondientes y permita reducir con ello el déficit presupuestario de los 

distintos ámbitos territoriales de las Administraciones Públicas. Aunque puede 

ser costoso socialmente subir algunos de estos precios, hay que tener en 

cuenta que su coste recaería en los usuarios de los citados servicios públicos 

en proporción a la intensidad con que los usen, mientras que cuanto mayor sea 

la subvención latente en la prestación del servicio mayor será el peso 

soportado mediante impuestos tanto por sus usuarios como por aquellos que 

no se benefician de dichos servicios.  

 

Han de abordarse también las pérdidas del sector público empresarial que ha 

crecido intensamente en las CCAA en los últimos años y de algunas empresas 

públicas. Un ejemplo orientativo sería el de las televisiones públicas, 

fuertemente endeudadas, que generan elevados déficits y que podrían ser 

privatizadas. De igual manera, existe un gran número de entidades públicas 

que duplican la actividad de otras Administraciones. Un ejemplo serían las 

Oficinas de Promoción Comercial y Turística en el Exterior, que no hacen sino 

duplicar con menor eficacia la labor de las Oficinas Comerciales. 

 

4.- Reorientación de las prioridades de gasto 
 
Además de las propuestas efectuadas en el epígrafe anterior, es necesario 

efectuar una revisión general de las prioridades de gasto público. Por ejemplo, 

parece poco sensato que la partida de ayuda al desarrollo sea equivalente a los 

presupuestos de justicia y seguridad ciudadana del Estado. Así pues, la 



decisión gubernamental de recortar estos fondos está plenamente justificada, si 

bien el ajuste debe intensificarse.  

 

La reordenación de la Administración Pública, es imprescindible para 

incrementar la eficiencia del gasto público. Por un lado, en España existe un 

exceso de Administraciones: Ayuntamientos, Diputaciones, Consejos Insulares 

y Cabildos, Comunidades Autónomas, Administración General del Estado y 

Unión Europea. Es decir, 5 y a veces 6 niveles administrativos. Las 

competencias entre Administraciones están mal definidas, dando lugar a 

solapamientos y a competencias no ejercidas. 

 

Las reformas económicas imprescindibles 
 
Las reformas económicas que pueden potenciar el crecimiento o aumentar el 

cociente ingreso/gastos públicos asociado con un ritmo determinado de 

crecimiento económico son esenciales para la viabilidad última de cualquier 

proceso de consolidación fiscal. 

 

Una reforma profunda del mercado de trabajo que sea capaz de elevar la tasa 

de empleo y acelerar la reducción del paro a corto y medio plazo sería una de 

los mecanismos de ajuste fiscal más potentes que se pueden concebir para 

conseguir estabilizar el ratio deuda pública/PIB de nuestro país en el horizonte 

de los próximos tres a cinco años.  

 

Con casi 5 millones de desempleados, de los cuales dos han sido generados 

en los últimos dos años, el marco jurídico laboral necesita cambiar para 

estimular una intensa y rápida creación de empleo, así como para corregir la 

dualidad crónica de nuestro mercado de trabajo. 

 

CEOE ya ha hecho pública su postura sobre la reforma laboral y considera que 

deben producirse mejoras en los siguientes ámbitos: 

 

• En la flexibilidad interna de la empresa.  

 



• En la extinción de los contratos de trabajo. 

 

• En materia de contratación. 

 

• En contrato de formación para jóvenes. 

 

• En la creciente sindicalización de las PYMES que podría suponer este 

Decreto. 

 

Asimismo, sería importante abordar contenidos no incluidos en el Decreto, 

como el absentismo y el papel de las Mutuas.  

 

En todo caso, los cambios planteados deben ser considerados un primer paso, 

debiendo ir hacia una reforma más amplia que aborde la superación definitiva 

de la dualidad. 

 

Igualmente urgente es la reforma del sistema de pensiones, en la línea 

inicialmente propuesta por el Gobierno. Una reforma de nuestro sistema de 

pensiones, aumentando gradualmente la edad de jubilación y la relación entre 

contribuciones efectuadas y derechos de pensión generados, tendría un efecto 

lejano sobre las cuentas de la seguridad social pero inmediato sobre las primas 

de riesgo-país. Supondría una mejora inmediata de la credibilidad de la 

economía española entre los ahorradores mundiales de los que dependemos 

más que casi cualquier otro país. Una reforma del sistema de pensiones, 

además, es también imprescindible para poder acomodar una bajada sensible 

de las cotizaciones sociales que tendría un impacto extraordinariamente 

positivo sobre la recuperación del empleo.  

 

Para CEOE, sería también deseable efectuar cambios estructurales en nuestro 

sistema sanitario, que siendo uno de los más eficientes de la UE, empieza a 

mostrar claros síntomas de insostenibilidad. Se pueden concebir varios 

mecanismos alternativos para moderar sustancialmente el gasto sanitario y 

racionalizar el uso de recursos preservando e incluso reforzando la equidad del 

sistema.  



 

Es importante recalcar que las propuestas de aumentar el copago farmacéutico 

e introducir  el ticket moderador no tienen como objetivo primordial aumentar 

los ingresos públicos sino racionalizar el gasto por la vía de restringir las 

presiones sobre el sistema por el lado de la demanda, presiones ya excesivas y 

cuyo crecimiento amenaza la sostenibilidad del sistema. Esto se puede hacer, 

además, aumentando la equidad del sistema favoreciendo a los usuarios que 

tienen una mayor necesidad del mismo en proporción a su renta. 

 

 

Madrid, 13 de julio de 2010 

 

 

 
 


